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A no constituir obligación legal del Fiscal del Tribu- 
nal Supremo, el elevar anualmente a V. E. una ME~VIORIA 
comprensiva del estado de la Administración de Justicia 
y de las instrucciones mSis importantes dadas al Mitiiste- 
rio Fiscal, así como de las reformas que conviniese hacer 
para el mejor servicio de los altos intereses que la Socie- 
dad y el Estado tienen confiados a los Tribunales, bien 
pudiera excusarse de realizar tal labor quien, recien lle- 
gado a este cargo por la bondad de S. M. el Rey y la be- 
nevolencia del Gobierno, apenas tuvo tiempo de apreciar 
las tareas realizadas, durante el aíío judicial que ahora 
termina, bajo la inteligente dirección de sus antecesores 
en la Fiscalfa, seííores Montero Villegas y Garnica, cuyas 
son, asim'smo, la casi totalidad de las Circulares e ins- 
trucciores insertas al final de este trabajo. 

Su comienzo también lo impone, de modo inexcusable, 
el anhelo que siento de rendir, en nombre del Ministerio 
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Fiscal, un respetuoso recuerdo a la memoria del que fué 
ilustre Presidente de este Alto Tribunal, el Excelentísimo 
Sr. D. José de Aldecoa, fallecido en momentos en que su 
clara inteligencia, que durante muchos años aportó valio- 
sos frutos al campo de las ciencias juridicas y un grande 
y continuo esfuerzo n la Administración de justicia, aún 
laboraba constantemente en las Academias, en la Comi- 
si6n de Códigos y sobre todo al frente de los Tribunales 
de la Nación, en pro de nuestro progreso jmidico y de la 
mCis cabal realización del Derecho. El Ministerio Fiscal 
se asocia muy sentidamente al profundo pesar producido 
por la muerte de tan eximio jurista, Presidente de este 
Supremo Tribunal. 



ESTADO DE LA ADMINISTRACION 

DE JUSTICIA 

Del examen detenido que he realizado de las MEMORTAS 
elevadas a este Centro por los Fiscales de las ~ud ienc i a s  
territoriales y por los de las provinciales, deduzco las si- 
guientes consideraciones que me honro en dar a conocer 
a V. E., agrupándolas en la forma habitual en las publica- 
ciones de anos anteriores, y de acuerdo con lo ordenado 
repetidamente scbre la especial atención que debe dedi- 
carse a determinados temas, harto interesantes para el 
estudio de la vida social y jurídica del país. 

Los Fiscales de las Audiencias, sin excepción, insis- 
ten, como en aAos anteriores, en la conveniencia de re- 
formar radicalmente la administración de la justicia mu- 
nicipal, asunto abordado en la MERI~RIA cle la Fiscalía del 
Tribunal Supremo en 1915, y respecto de los Juzgados de 



primera instancia y de instrucción nada nuevo dicen los - 

Fiscales en sus trabajas que merezca mención especial, 
ya que los defectos notados en la instrucción de los suma- 
rios no pueden, por regla general, achacarse a falta dc 
celo de los Jueces, sino a la dificultad de la instrucciói~ 
en partidos judiciales de gran extensión y a veces con 
comunicaciones muy dificiles. 

El mejoramiento de la instrucción sumaria1 podría lo- 
grarse si los Fiscales de las Audiencias tuvieran medios 
fáciles de ejercer la inspección en los sumarios; pero la 
escasez del personal les veda hacerlo, salvo en los casos 
extraordinarios y graves en que, abandonando otras ocu- 
paciones, acuden a ejercer la inspección. Esta no resulta 
práctica si se realiza por medio de testimonios que se re- 
ciban en Fiscalfa, y queda s610 como medio eficaz el de 
ejercer la inspección personalmente, bien constituyéndose 
el Fiscal de la Audiencia al lado del Juez, o bien delegan- 
do esta función en alguno cle sus subordinados. Cuando 
el Juzgado radica en la población misma en que está la 
Audiencia puede hacerse así, aunque el corto número 
de f~incionarios fiscales dificulta siempre este servicio; 
pero cuando el Delegado fiscal se  ha de trasladar a otra 
población, las dificultades suben de punto y demuestran 
cuán necesario es que haya por lo menos en cada Au- 
diencia pei-sonal bastante para que recorra periódica- 
mente los diversos Juzgados de la provincia, ejerza en 
e:los la inspección, esté al corriente del curso de los su- 
marios, pueda dar cuenta al Jefe y establecer en todos la 
unidad de criterio que es necesaria para la recta aplica- 
ción de la justicia. 

El funcionamiento de las Audiencias ha sido normal 
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en el aiIo que termina, si bien en algunas, como la de 
Cuenca, la de Badajoz y la de Almerfa, se nota consi- 
derable atraso en la sustanciación de las causas. A esto, 
en-10 que de la Fiscalía dependa, acudir8 el que suscribe 
con los remedios que estén en su mano; pero se cree en 
el deber de llamar sobre ello la atención de V. E., ñsf 
como respecto de una cuestión de importancia que plan- 
tean las  MEMORIA^ de los Fiscales en relación con la orde- 
nada marcha de las Audiencias: refierome a las repetidas 
suspensiones de los juicios anunciados, bien ante el Tr i -  
bunal de Derecho, bien ante el del Jurado. 

Algunos de éstos, con tal repetici6n fueron suspendi- 
dos, unas veces por enfermedad alegada de los defenso- 
res, otras por renuncia que hacen de la defensa, sin per- 
juicio de volver a encargarse de ella cuando ya han lo- 
grado el fin que se proponian, de que el juicio se suspen- 
diese; otras por incomparecencia m8s o menos espontánea 
de Jurados y testigos, que no puede dudarse de que tales 
suspensiones se piden o se preparan con el ánimo precon- 
cebido de dilatar la terminación de la causa, y a veces 
con el de evitar que el proceso se decida por algdn Tri- 
bunal del Jurado, de cuya constitución no se encuentren 
satisfechos los procesados o sus valedores. En Bilbao, 
ocurrió, en el año 1914, uno de estos casos, referido por 
el Fiscal de dicha Audiencia. La Sala, en previsión de 
que se solicitase una nueva suspensión, mandó que si así 
ocurriü fuera designado defensor de oficio al procesado, 
y el Colegio de Abogados se negó a hacer el nombra- 
miento, fundándose en que, en su sentir, no podía haber 
Abogado de oficio para el procesado que lo hubiese desig- 
nado. Dió esto lugar a una queja y a un expediente, en el 
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que informó la Sala d e  gobierno del Tribunal Supremo, 
y, de conformidad con su dictamen, publicó V. E. la Real 
orden de 14 de Enero de 1915, en la que previno a los De- 
canos de los Colegios de Abogados que deberán hacei- 
los nombi-amientos, siempre que para ello se vieran re- 
clueridos por los Tribunales. 

En O de Diciembre del aAo último, evacuando esta 
Fiscalfa una consulta del Fiscal de la Audiencia de León, 
en la que preguntaba qué habia de hacerse para evitar la 
suspensión de juicios orales por enfermedades repetidas 
de los Letrados, contestó diciendo que debe ser aplicada, 
en los casos en que se sospeche la mala fe, la Real orden 
de 14 de Enero que queda citada. A ella, de nuevo, he de 
referirme ahora, y estimo que cumplo el más elemental 
de  mis deberes recordando a los Fiscales de las Audien- 
cias la necesidad en que se encuentran de evitar que de 
una manera sistemática y para lograr un fin preconcebido, 
cualquiera que sea, ses uspendan una. y otra vez los jui- 
cios orales, y que, para evitarlo, acudan al procedimiento 
señalado por la Real orden de que queda hecha mención, 

El mal de que tratamos alcanza tales proporciones 
que el Fiscal de Cuenca cita una causa seguida en Bel- 
monte por el delito de asesinato, cuyo sumario se incoó 
en 11 de Diciembre de 1911, y se ha  suspendido el juicio 
nueve veces; unas por incomparecencias de testigos y 
otras por enfermedad de Abogados, dándose el caso de 
que dos veces empezó la celebración del juicio, y una, 
despues de la práctica de las pruebas, y otra, después de 
haber informado el Fiscal, los Abogados defensores ma- 
nifestaron que se habían puesto enfermos repentinamen- 
te, g hubo necesidad de suspender el juicio. 
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Que estos abusos no pueden continuar; que están 
siendo objeto de muy justificadas censuras, y que el cles- 
prestigio se seguiría a la Administración de justicia si se 
repitiesen, son cosas tan evidentes, que es de necesidad 
acudir a todos los medios para evitarlos, y ello me excusa 
de insistir en el tema, limitándome, por tanto, a manifes. 
tar lo ya  expuesto, en la seguridad de que V. E., con su 
superior criterio, habrá de dar a lo que dejo dicho la 
importancia que indudablemente tiene, y en consonancia 
perseverará en el recto criterio de la Real orden citada 

. y iie suscribió V. E., y ordenará a los Presidentes de las 
Audiencias lo que estime oportuno sobre el particular, 
para su aplicaciór, cuando las suspensiones obedezcan a 
causas diferentes, aunque tan faltas de justificación como 
las supuestas enfermedades de los Let~ados.  

La ley del Jurado rige desde el afio 1833, y de enton- 
ces acá no ha habido una sola MEMORIA del Fiscal del 
Supremo que no se ocupe en el examen de esta ley para 
señalar sus defectos, en el funcionamiento del Jurado y 

en las reformas que deben introducirse en la misma. Por 
tal razón, al llegar a esta parte de mi trabajo, me en- 
cuentro en la imposibilidad de decir nada nuevo, porque 
las MEMORIAS que este año elevan los Fiscales de las 
Audiencias son idénticas, en la parte referente al Jurado, 
a las que elevaron en años anteriores, y las MEMOI~IAS de 
mis antecesores en el cargo han condensado todos los 
alios las quejas de unos y otros Fiscales y han aaadido 
las observaciones que su celo y estudio les han sugerido, 
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y, al cabo de treinta afios cle critica, no hay defecto en la 
ley que no haya sido escudrifiado, ni reforma que no haya 
sido propuesta, ni modificación que no se haya tenido en 
cuenta, ni nada. en fin, respecto de lo cual se deba llamar 
en este solemne momento la atenci4n de V .  E. para ofre- 
cer-selo con caracteres de originalidad. 

Pero ya que respecto a la ley del Jurado nada nuevo 
tenga que decir, debo cuando menos dar cuenta del fun- 
cionamiento de esta institución durante el año que termi- 
na, en el que ninguna anormalidad se ha apreciado, sien- 
do de advertir que los Fiscales de las Audiencias de Cór-. 
doba, Palencia, Vitoria, Murcia, Las Palmas y Valencia 
señalan como nota consoladora tina mejora en el fun- 
cionamiento de la institución, que se manifiesta por el 
acierto en los veredictos, e igualmente aseguran que 
marcha en condiciones dignas de elogio los Fiscales de 
Alicante, Guadalajara, Salamanca, San Sebastian y So- 
ria. En cambio, el Fiscal de Zamora se expresa en termi- 
nos enérgicos respecto a la manera de proceder el Jurado 
en su piAovincia, pues pone de relieve su falta de acierto 
e indica que los móviles de esta falta de acierto son a las 
veces los mrEs vituperables. El de Albacete tambien se 
queja de la manera de actuar el Jurado, y dice que dic- 
t a  frecuentes veredictos de  inculpabilidad y que no se 
sustrae a la influencia del caciquismo. 

Y donde el funcionamiento del Jurado presenta mayo- 
res deficiencias, en sentir del Fiscal de la Audiencia, 
hasta el punto de que cree llegado el momento de que se  
suspenda el juicio de Jurados para los delitos de parrici- 
dio, asesinato y homicidio, es en Oviedo, pues afirma 
dicho Fiscal que es grande el desarrollo que han alcan- 



- SI!I  - 
zado allí 10s delitos cometidos contra las personas, en sii 
forma más grave, y que considera como causa de este 
aumento de la criminalidad la frecuencia de las absolu- 

ciones que acuerda el Jurado, puesto que de los datos 
estadísticos tomados en un quinquenio resulta que en 
causas por muerte violenta ha dictado 106 veredictos de 
inculpabilidad y 53 de culpabilidad. Realmente son para 
alarmar estas cifras, teniendo en cuenta que, cuando las 
acusaciones se  han mantenido, la culpabilidad era clara, 
y cuando, en una desproporción tan grande, se han de- 
cretado las absoluciones, la lenidad del Jurado ha sido 
excesiva, hasta tal punto, que bien vale la pena de medi- 
tar si es o no llegada la ocasión de tomar la grave medida 
que el Fiscal cle Oviedo propone, y que someto a la consi- 
deración de V. E., de acuerdo con lo prevenido en 111 pri- 
mera de las disposiciones especiales de la ley del Jurado. 

Los datos estadísticos que van al final de la MEMORIA, 
demuestran que, a pesar de que ni en el número ni en la 
naturaleza de los delitos hay variación esencial entre este 
año y los anteriores, la criminalidad acusa un pequefío 
descenso en Barcelona, San Sebastián, Teruel, Avila, Sa- 
lamanca, Almería, Toledo y Lerida, sin que los Fiscales 
de las Audiencias respectivas determinen las causas, y 
también ha disminuido en Burgos, atrib~iyéndolo el Fis- 
cal al aumento de la Guardia civil; en Castellón y Murcia, 
creyendo los Fiscales respectivos que el lisonjero hecho 
es debido a la creacidn de Escuelas en la primera de di- 
chas localidades, y a la organizacidn de la policia y Cuer- 
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po de seguridad y a la existencia de Centros de cultura 
para obreros, en la segunda de ellas, y en Santander, don- 
de  lo refiere a1 funcionamiento de una Casa-asilo de ca- 
ridad. 

Por el contrario, ha aumentado la criminalidad en Ali- 
cante, Baleares, Orense, Córdoba y Bilbao. Por lo que a 
esta última población se  refiere, atribuye el Fiscal el 
aumento a la afluencia de braceros que han acudido allí 
en busca de trabajo, atrafdos por el florecimiento de la 
riqueza en aquella región. 

Sin alteración sensible en el número total de los deli- 
tos, resulta que han disminuído los cometidos contra las 
personas, aumentando en igual proporción los delitos con- 
t ra  la propiedad, en Madrid, Zaragoza, Cáceres, Las Pal- 
mas, Logroño, Palma, Pontevedra. León, Palencia y Va-  
lladolid. 

Más importante que el estudio de los números en ma- 
teria de criminalidad, sobre todo cuando la alteración nu- 
mérica no es de tal importancia que por sí sola merezca 
especial atención, es el de las causas productoras de la 
criminalidad, y entre éstas claro es que hay que poner en 
primer termino la incultura, el abuso de las bebidas alco- 
hblicas y la facilidad para proveerse de armas, por lo que 
se refiere a los delitos contra las personas. Los delitos con- 
t ra  la propiedad se deben al malestar económico, que si es 
constante en algunas localidades, se  ha agravado este ano 
con la pérdida de las cosechas en varias comarcas, que 
los Fiscales sesalan; con las inundaciones, que han pro- 
ducido serios quebrantos en la agricultura, y principal- 
mente con la carestía de  las subsistencias con motivo de 
l a  guerra, colocando todas estas circunstancias a algunas 
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provincias en situación verdaderamente lamentable desde 
el punto de vista del bienestar social. 

~1 tratar de la criminalidad, no quiero dejar de ocu- 
parme, siquiera lo haga somerísimamente, de la delin- 
cuencia infantil jT de sus causas. El abandono en que una 
uran parte de la niñez y de la juventud se encuentra, bien 
a 

por carecer de familia, o bien porque ésta no cumple sus 
deberes de tutela, es, sin género alguno de duda, el moti- 
vo principal de que los adolescentes y aun los ilifios de- 
lincan. evitas este mal ha atendido el Ministerio fiscal 
durante el año que termina con solicitud extraordinaria, 
siguiendo las instrucciones de mi predecesor el Sr. Monte- 
ro  Rfos y Villegas, el cual, en su MEMORIA del ano pasa- 
do, y en sus Circulares durante el aiIo.judicia1 que ha ter- 
minado, excitó repetidamente el celo de los Fiscales para 
que favorecieran y estimularan la creación de Reforma- 
torios de jóvenes, y de Casas de familia en las cuales la 
infancia desvalida y abandonada encuentre la protecci6n 
y el calor que su hogar no les brinda. 

Merece sefíalarse, como triunfo de esta campana, el 
conseguido en Bilbao, en donde respondiendo a aquella 
laudable iniciativa, fundóse un Reformatorio para jóve- 
nes, y se reunieron 300.000 pesetas para la construcción de 
un gran edificio destinado a este fin. Alma de tan bienhe- 
chora institución y entusiasta propagandista de las ideas 
a que ha obedecido la f~indación, ha sido D. Gabi-iel Ma- 
ría de Ib'arra, quien con tesón y actividad que en este so- 
lemne momento me complazco en reconocer y aplaudir, 
aplicó todos sus desvelos a lograr que el pensamiento fue- 
se  realizable, consiguiendo que se pudiera reunir la can- 
tidad antes indicada, que ha hecho posible comenzar las 
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obras para la construcción del Reformatorio, mientras 

continúa la tarea de redención de la infancia, eficazmen- 

te amparaga y dirigida por la Junta provincia1 de pro- 

tección a la infancia y represión de la mendicidad. 

En Salamanca, ha  conseguido el Fiscal que el Colegio 

Seminario Carvajal, aclmita a los jóvenes menores de nue- 

ve aiíos y menores de quince, que por haber obrado sin 

discernimiento, son declarados irresponsables y deben 

ser conducidos, con arreglo al último párrafo del caso 3 " 
clel art.  8." del Código penal, a un establecimiento bené- 

fico destinado a la educación de huérfanos y desampara- 

dos, cuando no tuvieren familia que se encargase de su 

cuidado y educación. En Madrid, a más del Reformatorio 

cle Santa Rita, miiy conocido por sus trabajos, y del Asi- 

lo Porta Cceli, clel benemerito P. Méndez, se ha  constitui- 

do tambien una Casa de Familia para jóvenes desampa- 

rados, siendo de alabar el celo y la elevación de senti- 

mientos de quienes se han encargado de la fundación y 

deseiivolvimiento de tales institutos beneficos, de los que 

tanto y tan bueno puede esperarse. 

Otros varios trabajos se  han realizado en esta materia, 

por iniciativa del Ministerio fiscal, durante el ano que 

ahora termina; pero por no dar demasiada extensión a 
esta MEMOI;IA, omito ocuparme en ellos, si bien, no quiero 

dejar pasar la ocasibil de manifestar mi gratitud a todos 

los que en las diversas regiones españolas, secundando 

la iniciativa aludida o con anterioridad a la misma, con- 

tribuyen al desenvolvimiento de estas instituciones, por el 

bien que hacen a la Administración de Justicia, dando 
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medios de que los nilios delincuentes no tengan que ir  a 

las cárceles a confundirse con los arezados al delito, y 

proporcionand~l a la vez, facilidad a la juventud para 

apartarse del camino del ricio y de la criminalidad. El 

Real decreto publicado por V. E .  hace pocos dias, es 

buena prueba de los esfuerzos que en Espana se realizan 

en esta clirección. 

Tratando de la delincuencia infantil, estimo necesario 

hacer alguna indicación respecto a otro punto que ya ha 

sido objeto de anteriores advertencias del Rlinisterio fis- 

cal: me refiero a la influencia del cinematógrafo y de cier- 

tas publicaciones en In criminalidad de los jóvenes. Los 

Fiscales cle las Audiencias de Madrid, Oviedo y alguna 

otra, indican el peligro que encierra la exhibición de cle- 

terminadas peliculas cinematogrRficas por el influjo que 

ejercen en la imaginación de los jóvenes, exaltándoles e 

incitándoles al delito, ya  que se ha observado en más de 

una ocasión, que han realizado hechos criminales a imita- 

ción de los que vieron en las películas. Se hace, pues, ne- 

cesario el exacto cumplimiento de lo dispuesto sobre exhi- 

bición de peliculas y asistencia a aquéllas de los nilios j7 de 

los jóvenes, y tal vez convenga dictar nuevns disposicio- 
e nes gubernativas más severas y terminantes en orden a 

este extremo. 

]Que mucho que la película ocasione con la represen- 

ción material de los hechos esta exaltación en las imagi- 

naciones juveniles, cuando es de toda evidencia que la 

misma impresión, sino tan marcada, lo suficiente para 

que sea digna de tenerse en cuenta, se produce por la 
11 
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mera asistencia a los debates de los juicios orales en los 

Tribunales; por la lectura de los periódicos que refieren 

con excesivos y a veces repugnantes detalles los delitos 

que se  cometen, y por la reproducción gráfica de los he- 

chos delictivos y de sus autores! Hasta tal punto es esto 

cierto, que, como dice el Fiscal de la Audiencia de Ma- 

drid, se ha dado ya varias veces el caso de encontrar a 

los delincuentes en los bolsillos los periódicos que relata- 

ban con detalles hechos criminales anAlogos al que aca- 

baban de cometer. Y sobre todo ello, llamaron reiterada- 

mente la atención algunos de mis dignos antecesores, cu- 

yas atinadas observaciones en el particular que nos ocupa, 

suscribo con el mayor gusto. 

Al hablar de la criminalidad en el periodo que com- 

prende el año judicial que termina, es imposible omitir el 

recuerdo de los delitos a que han dado lugar las ciiestio- 

nes sociales. Barcelona, Oviedo, Bilbao, Valencia y XIa- 

drid, produjeron numeroso contingente de huelgas en el 

afio que termina, y no han faltado tampoco en las demás 

provincias. Ha habido dos ensayos de huelga general, p 

en éstos y en aquéllas se produjeron coacciones y violen- 

cias que obligaron a la incoación de no pocos sumarios. 

Últimamente, la huelga ferroviaria, que comenzó en la . 
red del Norte y que se  extendió luego a alguna otra linea, 

se transformó a los pocos días de planteada en huelga ge- 

neral, felizmente reprimida y abortada, con singularidad 

respecto de asentimientos y cooperaciones sociales a la. 

labor del Gobierno, apenas vistos en Espaiía, en casos 

como éste, y el movimiento revolucionario y las anterio. 



- XIX - 

res huelgas dejai-011 ensefianzas que no se han de despei- 

diciar, y a las que, en la última parte de esta ME~IORIA,  
. 

consagrada al estudio de las reformas legislativas a reali- 

zar, dedicaré algunos renglones. 

Nada digno de especial mención ha ocurrido en la 

aplicación de la ley de condena condicional, cuyos exce- 

lentes resultados aplauden casi todos los Fiscales. Nada 

tampoco tengo que clecir de los Patronatos de libertos y 

penados, sino Iameiitai-me del poco desarrollo de estas 

instituciones, que, por carecer de recursos, se ven priva- 

das de realizar el mucho bien que en otro caso podrían 

llevar a cabo; nada respecto n las Prisiones, necesitadas 

de un supremo esfuerzo en el orden econdmico y de otro 

n mayor en su régimen fundamental y en el interno, a 

ndicióil de que lo que se disponga se cumpla; nada 

tampoco, en fin, respecto a Tribunales industriales, en 

los que la intervención del Fiscal es nula en todos los 

asuntos que no llegan a la casación. En cuanto a los 

asuntos civiles, la Fiscalía ha intervenido en todos aque- 

llos a que está. llamada por Ministerio de la ley, y tam- 

poco tiene a la hora presente observación alguna que 

hacer a V. E. respecto de esta materia. - , -=- x 



CIRCULARES Y RESOLUCION 

DE CONSULTAS 

La constante comunicación que esta Fiscalfa man- 
tiene con todos los representantes del R'iinisterio público, 

que tan necesaria es para cumplir los fines que le están 

encomendados por la ley, se ha traducido en el pasado 
aiio judicial en las Circulares y resolución de consultas 

que ocupan los Apéndices 1 y 2 de la presente MEMORIA, y 

sobre algunos de los cuales documentos debo llamar la 
atención por el espíritu que los informa y porque so11 de- 

bidos a uno de mis dignos antecesores en el cargo que 
tengo el honor de ocupar ahora. 

De gran importancia y de palpitante interés en todo 

momento es la Circular referente a las medidas que deben 

adoptarse para disminuir la delincuencia infantil, y que 
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se concretan en una excitación a los Fiscales con el fin 

de  que faciliten en cuanto les sea posible, no sólo la crea- 

cidn de establecimientos exclusivamente penitenciariis, 

sino también la de otros de carácter benéfico, en la acep- 

ción corriente de esta palabra, semejantes al inaugurado 

recientemente en Bilbao, en los que se eduque y propor- 

cione a los jóvenes ocupación y trabajo, que, alejando su 

imaginación de la peligrosa senda del vicio y del crimen, 

les haga emprender una vida Ilonrada y laboriosa, ga- 
nando para la sociedad un ciudadano por cada individuo 

que se reste a la numerosa falange de los expuestos a de- 

linquir. 

El Estado ha de procurar necesariamente dar medios 

de educación y de sostenimiento a esos desheredados de 

la suerte, que en el comienzo de sus vidas han faltado a 
los preceptos de la ley o viven al borde del Código penal, 

por falta material de conocimiento de sus deberes, que 

no les es posible adquirir en el miserabIe ambiente que 

les rodea desde que nacen; y obra meritoria y digna cle 

aplauso es, por tanto, la decari-ollacla en la Circular de 

que me ocupo, que ya ha producido los frutos reseñados 

en la primera parte de esta ME~IORIA, y que ojalá contri- 

buya pronto al feliz resultado que apetecernos todos los 

que sentimos profunda pena al observar la extensión y 
transcendencia del mal que lamentamos, sin tener a mano 

los medios de evitarlo en cuanto fuera posible. 
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De interés grande, por las excepcionales circuns- 

tancias en que ha colocado a las naciones neutrales la 

guerra existente entre muchos Estados desde el alio 1914, 

es la Circular dirigida por la Fiscalfa a todos sus subor- 

dinados, con fecha 30 de Diciembre de 1916, a raíz de ha- 

berse hecho públicas las propuestas de paz formuladas 

por uno de los grupos de naciones beligerantes, y que va 

encaminada a perseguir las extralimitaciones de la Pren- 

sa periódica al hacer comentarios sobre un asunto de tan 

general importancia y que tanto roza con los más e!emen- 

tales deberes de humanidad. 

No hace expresa mención nuestra legislación penal de 

las injurias a las naciones ni a los ejércitos extranjeros, 

s i n o G n t e  de las que se din '  
- 

-0s o 

príncipes de naciones amigas, contra los agentes diplo- 

máticos de las mismas y contra los extranjeros con carác- 

ter público, en los que concurrieren las circunstancias 

que el Código penal determina; pero a parte de que la in- 

juria a una nación o a su ejército llevará, por regla gene- 

ral, envuelta la injuria a su jefe o soberano, que asume la 

representación del Estado, el más elemental sentido de- 

mocratico y las reglas de la sana crítica exigen que, de 

acuerdo con aquel precepto del Código, interpretado am- 

pliamente el Ministerio piiblico persiga ese delito con el 

mayor celo, ya promoviendo la instrucción del corres- 

pondiente sumario, o ya denunciando la extralimitación 

del periódico, cbm6 constitutiva de la falta comprendida 

en el núm. 3." del art. 584 del Código penal, si dicha ex- 

tralimitación no revistiese carácter delictivo. 
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No hay necesidad de encarecer el extremado celo, 

digno de aplauso, que tal Circular revela en orden al pro- 

pósito de evitar toda manifestación antineutralista, per- 

judicial para la Nación, que pudiera producirse, pues de 

su  propia lectura se deduce, así como de la clisposición 

con que termina, en la que encarga al personal del Minis- 

terio fiscal que en los casos en que, sin haber delito ni 

falta, considere la existencia de alguna ofensa para cual- 

quier Estado beligerante, consulte el hecho con la Supe- 

rioridad, acompaaando siempre un ejemplar del periódico 

denunciado, para resolver sobre ello lo que se estime más 

atinado y pertinente. 

También tiene importancia, aunque menor, la resolu- 

ción dada a la consulta que elevó el Fiscal de Pamplona, 

respecto a las dudas que se le ofrecían sobre la interpre- 

tación del art.  83 de la ley Electoral vigente, para la apli- 

cación de la de Amnistía de 23 de Diciembre del allo an- 

terior, cuando las penas impuestas son las co~tjz~ntas de 

arresto mayor e inhabilitación especial temporal, ambas 

en el concepto de principales, pues dada la diferente du- 

raci6n de cada una, no resulta posible la fijación exacta 

de su mitad, a los efectos de la aplicación de la gracia 

concedida. 

Esta Fiscalfa, inspirándose en un sentido de amplitud, 

que es el que informa la amnistía de referencia, resolvió 

que una vez cumplida la mitad del tiempo que comprende 
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la pena de privación de libertad, debiera entenderse cum- 

plido también el citado art. 83 de la ley E!ectoral, pues 

10s preceptos de aquélla, que llegan hasta el olvido del 

delito, no deben ser interpretados con un criterio restric- 

tivo, que pugna con la generosidad demostrada al conce - 
derla. 

Otras varias consultas han sido resueltas sobre cli- 

versos asuntos, cuyo extracto y enunciaci6n omito, para 

ser breve, porque se refieren a casos particulares, y por- 

que facilmente pueden ser conocidas, toda vez que apa- 

recen impresas en el apéndice correspondiente. Asimis- 

mo, va  incluido, a continiiaci6n de aquéllas, el parecer y 

criterio de esta Fiscalía sobre las dudas, preguntas e in- 

terrogaciones más importantes formuladas por los Fisca. 

les en sus Memorias correspondientes al año actual. 
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REFORilIAS EN LA LEGISLACIOR 

Me veo obligado a abordar este tema, justificado no 

s610 por el mandato de la ley, sino por responder a la ne- 

cesidad que sienten y proclaman publicistas y catedráti- 

cos, jueces g abogados, y el pueblo mismo, que en su per- 

cepción vulgar de los Códigos y de las instituciones jurí- 

dicas, advierte claramente cuáles son los adecuados al 

momento social en que vivimos y cuáles los que se apar- 

tan de el, por referirse a épocas pasadas o a otras que 

no llegaron; todos convienen en modificar nuestra legis- 

lacibn, siquiera los unos, por su especial posición intelec- 

tual, libres de toda traba, pretendan mudanzas y trans- 

formaciones radicales, que otros más conocedores de las 

verdaderas necesidades jurídicas del país, y con más fe 

en las obras que son producto de una evolución lenta y 
meditada, limitán sus aspiraciones a aquellas reformas 

' 

que la ciencia y la realidad juntamente van exigiendo con 

apremio. 
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En materia tan delicada y que tanto se presta al ex- 

travío, por el dilatado campo que abarca, quisiera el Fis- 

cal que suscribe~que su voz fuera trasunto de otras mBs 

autorizadas, por su indiscutible autoridad; que fuera ava- 

lada por la de prestigiosas personalidades que abogaron 

una y otra vez, en ocasiones con insistencia bien adver- 

tida, por nuestra reforma legislativa, y ,  al invocar los an- 

tecedentes de este ansia de renovación, ¿cómo no colocar 

en sitio preeminente, rindiendo con ello culto a la verdad, 

la serie de Fiscales de este Alto ~ r i b i i i a l ,  autores de las 

MEMORIAS, que año tras año, desde 1883 a la fecha, han 

visto la luz pública, y en las que aparece el proceso de la 

reforma legislativa española, siempre pedida en dichos 

trabajos, y muchas veces convertida en realidad por los 

Ministros de Gracia y Justicia, mediante la publicación 

de Reales decretos y de Reales órdenes, y en leyes cuando 

la importancia de la modificación así lo exigió? Otras.. . .. 
fué olvidada la justa demanda de los Fiscales, y aún hoy, 

a pesar del tiempo transcurrido desde que las MEIVIORIAS 

fueron redactadas, encierran abundante material apro- 

vechable para el que intente poner mano en la reforma y 
modificación de muchas de nuestras leyes, con la gran 

ventaja sobre otra clase de trabajos, de que las indicacio- 

nes suscritas por mis antecesores no son resultado de es- 

tudios o de lucubraciones sin contraste con las realidades 

de la vida social española y de los Tribunales de justicia, 

sino, por el contrario, sazonado fruto que sólo se da en 

aquellos lugares, como la Fiscalfa del Supremo, donde el 

personal que desempeña la función que le está encomen- 
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dada, une al saber la experiencia adquirida en largos 

afios de can-era. 

Bien puedo recordar los nombres de Ruiz Capdepón, 

Isasa , Colmeiro , Concha Castafieda , Conde y Luque, 

Martinez del Campo, Aldana , Puga, Sánchez Román, 

Viada, Díez Macuso, Mantilla, Ruiz Valarino, Eugenio 

Silvela, Maluquer, Ugarte, Gómez de la Serna, Tornos, 

Parres, Canido y Moiltero Villegas, por no citar más que 

los de los Fiscales autores de R~EMORIAS,  en las que el que 

guste de analizar los progresos realizados en nuestra Ad- 

ministración de justicia durante los últimos veinte anos 

de la pasada centuria y lo que va transcurrido de la ac- 

tual, hallará elementos suficientes para formar cabal idea 

de aquellas mejoras, asi como de las reformas pi-opues- 

tas por el Ministerio fiscal, que han significado muy va- 

liosa aportación para la obra realizada durante el período 

de tiempo a que me vengo refiriendo. 

Sobre 10 que dijeron mis competentes antecesores, 

poco quiero yo añadir, porque, además, seria ligereza im- 

perdonable y pretender plaza de original, sin conseguirlo, 

el bosquejar las más indispensables inoclificaciones que, 

a juicio de esta Fiscalfa, urge introducir en nuestra le- 

gislación civil y penal, cuando es notorio que en estos 

momentos están proyectadas y en vías de aprobación 

dos series de reformas, que significan una transforma- 

ción profunda, aunque no ciertamente aventurada, de las 
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leyes vigentes. hle refiero, de una parte, a. la labor Ile~acla 

a cabo por la Comisi6n permanente de Códigos de la ge- 

neral de Codificación, en relación con la ley orgánica del 

Poder judicial y con las de Enjuiciamiento civil y crimi- 

nal, y de otra a la obra que V. E. proyectó en 1915, des- 

de el Ministerio de Gracia y Justicia, y a la que ahora va 

a poner digno remate, viendo realizadas, desde luego, 

aquellas de sus iniciativas que no necesitan del concurso 

de las Cortes, y sin perjuicio de someter a éstas las que lo 

requieran. 

En el proyecto de ley de Bases presentado al Congre- 

so, en 5 de Junio de 1916, fiel trasunto de las redactadas 

por la Comisión de Códigos, después de largas delibe- 

raciones, se atiende a todas aquellas demandas que la 

práctica ha aconsejado durante el tiempo que llevan ri- 

giendo nuestras actuales leyes de Enjuiciamiento civil y 

criminal y la orgánica de los Tribunales de Justicia, así 

como la del Jurado, y otras varias leyes especiales, a las 

que alcanza la reforma, que también responde en otros 

extremos a dictados doctrinales, aceptados sin reserva 

por cuantos dedican su atención y estudio a estos asun- 

tos; pudiendo afirmarse que unas y otras modificaciones 

van encaminadas a dotar a la Nacidn del instrumento más 

adecuado y perfecto para la buena administración de jus- 

ticia, y a realizar el ideal, por todos apetecido, de que 

ésta sea pronta y barata, como la opinión pública muy 

justamente exige. La aprobación por las Cámaras legis- , 

lativas del proyecto a que me vengo refiriendo, con las 

variantes de que deba ser ubjeto, significará un gran 



avance en nuestro progreso jurídico y reportará inmenso 

beneficio y grandes ventajas a cuantos tienen que acudir 

a los Tribunales de Justicia. 

Por lo que a la labor de V. E. se refiere, baste decir 

que fué encaminada en su anterior etapa de Gobierno y 

proseguida en ésta con noble afán, a la mejora del régi- 

men penitenciario y a establecer el adecuado tratamiento 

para la juventud abandonada, viciosa o delincuente, pues 

ello excusa de mayores explicaciones sobre la transcen- 

dencia de la obra emprendida por V. E. 
La acertada creación en el hlinisteri~ de Gracia y 

Justicia de las dos Comisiones asesoras, la de reforma de 

las Prisiones y organización del ti-abajo penitenciario, y 

la de reforma tutelar y acción educadora, juntamente con 

las disposiciones sobre fomento de los Patronatos peni- 

tenciarios, y el notable proyecto de ley de Tribunales 

para niños, asi como el estfmulo que V. E. viene pres- 

tando al nacimiento y desarrollo de las instituciones pro- 

tectoras y de corrección de la infancia, hasta llegar, por 

lo menos, a satisfacer la necesidad que proclamó el 1 Con- 

greso penitenciario espafiol reunido en Valencia, y que 

me complazco en recordar ahora, cuando votó la crea- 

ción de un Asilo de correccióri paternal y escuela de re- 

forma en cada una de las capitalidades de Audiencia te- 

rritorial; todo ello tiene tal importancia en orden a la pre- 

vención del delito y tratamiento de los delincuentes, que 

bien puede asegurarse que unos cuantos anos, pocos cier- 

tamente, de perseverancia en la realización del plan tra- 

zado, y en el -cumplimiento de las disposiciones vigentes, 
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sobre venta y uso de armas y de bebidas alcohólicas, con 

algunas otras prevenciones que debieran dictatse para 

hacer más fácjlmeiite efectivas las anteriores medidas, 

bastarfan a rebajar, en no pequefía proporción, las cifras 

cle criminalidad que hoy alcanzamos. 

Estas consideraciones me llevan a cleclarar que ya es 

hora de' que la legislación espafíola reciba el influjo de 

modernas tendencias, a las que llegan las m& contradic- 

torias escuelas, que sin negai- el concepto juridico de la 

pena, proclaman la necesidad de defender previamente a 
la sociedad contra el delito, de evitar que se produzca, a 

la manera que la Higiene cada día adquiere mas impor- 

tancia y va ganando continuas batallas a la Medicina pro- 

piamente dicha. Sin mengua de la libertad individual y 

de la libre voluntad de los que estén en condiciones nor- 

males, hay que prevenirse y someter a tratamiento ade- 

cuado, a especial procedimiento, a los que no se  hallen en 

tal normalidad, por unos u otros motivos (nifios, locos, 

vagos, reincidentes, alcohólicos). 

Los niíios, no necesitan, como ya se ha dicho, más tra- 

tamiento preventivo contra el delito que la instrucción, y 

sobre todo la educación moral; pero los demás, los que 

dentro del moderno tecnicismo están en lo que los pena- 

listas llaman estado fiel@-roso, la defensa social exige que 

se ataque y combata la causa que los ha colocado en tal 

situación, y así se explica que Ias medidas de seglcridad 



(nombres con que se Iris clesignri), se equiparen en los paf- 

ses mBs adelantados, y como medio rle defensa contra el 

delito, a las penas establecidas en los Códigos, sin que 

nadie las combata a título de anticonstitucionales ni de in- 

j~~stas ,  pues la conciencia colectiva de que el bien gene- 

ral demanda tales medidas, se sobrepone n toda clase cle 

prejuicios, aparte de que el Estado hace más y mejor so- 

metiendo a esos grupos a especial procedimiento y otor- 

gándoles así su tutela, que no abandonClndolos a su pro- 

pia suerte, con grave daao para el.resto cle In humanidad. 

El Código penal, mientras no se ponga mano en la re- 

dacci6n definitiva de un nuevo Código, necesita ui-gente- 

mente ser reformaclo, y, a estc propósito, ini nilteccsor, 

el Sr. Canido, en la MEMORIA de 1915, sefialó con acierto 

las modificaciones que en su sentir debian introducirse 

en el mismo, Pero ademks, y entie otras, creo indispeii- 

sables dos variantes de transce~lclental intcrcs. 

La  una es imposición de las circunstancias actuales, - 
que han demostrado la insuficiencia del Código penal para 

reprimir las demasías que puedan cometerse con ocrisi6n 

de las transgresiones del Derecho público internacional, 

impoi-tantes siempre, pero más importantes que nunca 

cuando, como en los presentes momentos, surge un con- 

flicto entre Naciones amigas de la nuestra, y hay que acu- 

dir a represioiies para evitar todo ataque a la neutraliclad, 

cn que por unánime asenso estamos colocados. No se con- 
111 
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cibe que el art.  149 del Código penal castigue tan sólo al 

funcionario público que abusando de su cargo compro- 

metiere la dignidad o los intereses de la Nación espaaola 

de un modo que no esté expresamente castigado en el 

Código, pues este posible hecho que en un funcionario 

público es delito, debe serlo también en u n  mero ciuda- 

dano que de modo ilegal realice actos que comprometan 

esta dignidad o estos intereses. La  reforma es sencilla, 

pero de una importancia y de una urgencia tal, que no 

debe ni puede dilatarse. 

En otro punto necesita también inmediata reforma el 

Código penal, pues si protege la integridad de la persona 

y de la hacienda, hasta el punto de que cualquier agre- 

sión contra ellas da iugar a que la acción pública se ejer- 

cite de oficio, no se concibe que no preste garantía mayor 

de la que ofrece contra los ataques al honor. Verdad es 

que la iniciatiya para perseguir esta clase de delitos, no 
debe partir del Ministerio fiscal, ni de la Autoridad judi- 

cial procediendo de oficio; porque, respetando otras opi- 

niones mhs radicales, hay razones para que se haga así 

31 para que iio se entablen ante los Tribunales discu- 

siones respecto a materias que puedan tener los perju- 

dicados interés en que permanezcan secretas, y hay ne- 

cesidad de respetar este secreto cuando los ofendidos lo 

desean. Pero de que la iniciativa sea individual a que 

sea necesario, como nuestra legislación exige, en los 

delitos de injuria, por ejemplo, que se ejercite la acci6n 

privada sin intervencióii del Fiscal, y que el que ha sido 

lcsiollado en su honra se encuentre, para vindicarla, cn 
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13 necesidad cle entablar una querella, noinbrar abogado 

y procurador, sufragar los gastos que esto le ocasione, 

y llegar despues de todas las anteriores moleslias a obte- 

ner sentencia a su favor, hay un término medio que es 

por el que, indudablemente, debemos decidirnos, estable- 

cieildo que para la persecución de todos estos delitos 

baste la mera denuncia del perjudicado hecha ante el 

Juzgado o el Ministerio fiscal, y que, una vez presentada 

la denuncia y reconocido su fundamento, continúe el 

procedimiento de oficio de la misma manera que si la 

lesión que se persiguiese se refiriera a los intereses o a 
la integridad de la persona ffsica. 

Respecto de la legishcibn social, sería el ideal la pu- 

blicación cle un Código del trabajo; pero ya que esto no 

sea posible de momento, hay, cuando menos, que conti- 

nuar, con ánimo resuelto, la elaboración de leyes que i-e- 

guleil todo lo referente a las relaciones entre el capital y 

el trabajo, y que, al dar reglas para que en justicia se 

resuelvan los conflictos que ocurran, garanticen 11asta 

donde pueda'n la paz social y eviten los conflictos eco- 

nómicos, dando margen para que, dentro de la ai-monia 

que debe regir entre ambos elementos de la producción, 

se desarrollen lo más tranquilamente posible las relacio- 

nes entre los obreros y los patronos. 

La base de toda la legislacibn obrera habrá de ser una 

ley sobre el contrato de trabajo, y claro es que no se me 
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ocultan las clificultacles enormes que pata que esta ley Ile- 

gue a ser una realidad habrá que vencer, pues siempre se 
tropezará con pn gran obstáculo, el que nace de los dos 

intereses encontrados: capital y trabajo. En el patrono se 

hallará, como tendencia general, salvo honrosas excep- 

ciones, uti cleseo inmoderado de ganancia, que en ocasio- 

nes se confundirá con la codicia, y a las veces la com- 

petencia le obligar6 a limitaciones que no siempre que- 

rrfa tener, y en uno y en otro caso colocará al obrero en 

coildiciones angustiosas, sin reparo en ninguna ley moral, 

con tal de obtener una mayor ganancia. Por parte del 

obrero habr~t muchas veces, en la lucha latente que man- 

tiene con su patrono, falta de buena voluntad para reali- 

zar su cometido, y aclem8s la cliiicultacl, en cuanto al con- 

trato del trabajo, dc la insolveiicia de aquel, que impe- 

dirá, cuando el obrero se niegue a cumplir lo pactado, 

que el patrono pueda ejercitar su acción correspondiente. 

Estas dificultades, entre otras, ponen cle relieve la ventaja 

inmensa del contrato colectivo de trabajo, que da al 

obrero la fuerza necesaria para iio ser objeto cie indebida 

explotación, y al patrono la confianza, la mayor seguridad 

de que encontrará medio para obligar al obrero al cum- 

plimiento del contrato, cuando ~roluiitariamente quiera 

faltar a él, porque la entidad colectiva que estipule podrá 

y deberá, cuando este bien organizada, ofrecer garantias 

- suficientes para responder de los pactos con ella concer- 

tados. 

Desgraciadamente, el contrato colectivo del trabajo 

apenas tiene hoy marco adecuado en que desenvolverse, 
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porque muchas de las Asociaciones y Sindicatos obreros 

que existen tienen más bien carácter de Sociedades dc 

resistencia que de agrupaciones económicas, dedicadas a 
realizar con mutuos beneficios los contratos de trabajo, y 

además porque, es claro que las condiciones de éste jmpi- 

den que el contrato colectivo sea un medio general para 

la realización de ciertos trabajos de carActer individual; 

pero es deber de los gobernantes el encauzar los movi- 

mientos sociales, fomentando y protegiendo aquellas di- 

reccioiles que de acuerdo con los dictados de la sere- 

na razón y que debe recoger el Derecho nuevo. 

Mientras llega el mentado Código del trabajo a la ley 

sobre el contrato de trabajo, o siquiera el desarrollo en 

'varios capituloc de los escasos articuloc que nuestro Có- 
digo civil dedica al arrendamiento de servicios, materia 

que con otras está clamando por esa decena1 reforma que 

el propio Cuerpo legal proclama y que lleva trazas de 

convertirse en centenaria, es preciso acomodarse a la 

realidad legislativa española en cuestiones sociales y ante 

la varia y heterogénea serie de leyes dictadas en benefi- 

cio del obrero y para i-egular sus relaciones con el patro- 

no, hay que hacer obser17ar, y sobre ello me será licito lla- 

mar la ilustrada atención cle V. E., que si, por la forma en 

que se ha generado esa nueva legislación, no ha llegado 

a6n el momento, que llegará a no diidarlo, de que tenga 

S L ~  natural asiento en el Centro ministerial que V. E. rige, 

jT que nazca y viva como las demás leyes que aplican 

n~iestrns Tribunales, salvo aquellas variantes que cada 

especialidacl exija dentro de la total administración de 
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justicia; lo que sí es de la hora presente, lo que a juicio 

del que suscribe no puede continuar, es la forma y el pro- 

cedimiento con que hasta aquí vienen desenvolviéndose 

las cuestiones litigiosas que surgen entre patronos y obre. 

ros, bien que se ventilen ante los Tribunales de Justicia, 

bien que se diluciden ante otros organismos crcados por 

la propia legislación social. 

Toda ella, hasta la que se refiere a asuntos que pare- 

cen exclusivamente de orden privado, responde a un in- 

terés común colectivo y a un sentido moderno de concep- 

ción del Estado, incompatible con la ausencia del Ministe- 

rio público en las actuaciones, vistas y demas diligencias, 

en las que su intervención habría de ser altamente bene- 

ficiosa, porque el Ministerio fiscal, ante las alegaciones- 

del patrono y del obrero, elevaría su voz en nombre de 

otro interés superior, el interés público, el interés gene- 

ral, la justicia social, y, al par, sería un estímiilo constante 

para que nuestra ya fecunda legislación del trabajo tuvie- 

r a  el debido cumplimiento, cosa obligada, no sólo por 

estar así dispuesto, sino porque de la inobservancia de  

dichas leyes a la vista de las muchedumbres obreras, se 

pueden seguir en lo futuro muy graves males, aparte de 

los no pequeños que la omisión acarree de presente. 

Ese mismo interés público qLe acabo de invoc.ar, tie- 

ne en estos momentos fija la vista en un asunto de actua- 

lidad y muy relacionado con las leyes sociales a que mc 
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Tengo refiriendo: el derecho a la huelga y la huelga ge- 

neral o revolucionaria. 

Cuando surge una desavenencia entre obreros y pa- 

tronos, y viene la huelga, nada mAs respetablr que se 

atienda al derecho del obrero como al del patrono, y de 

la misma manera que éste, si le conviene, puede cerrar 

su fábrica y no abrirla sino en determinadas condiciones, 

los obreros, que luchan con las necesidades de la vida y 

la escasez del jornal, niegan su trabajo si no se les re- 

tribuye en la cuantia que creen justo. De modo que , 

cuando el conflicto reviste exclusi~ramente la forma eco- 

nómica, mientras no se trate más que de conciliar inte- 

reses de obreros o de patronos, el Estado debe respetar 

el derecho de los unos y de los otros, limitando su inter- 

vención a procurar armoiiizarlos. P si en esta huelga eco- 

nómica surgieran paralelamente a su  desenvolvimiento 

cuestiones incidentales que cayesen dentro del dominio 

de .los Tribunales, la propia legislación de huelgas, sin 
. 

perder de vista el respeto a los derechos de que antes 

hablaba, castiga todo aquello a que alcanza la órbita del 

Derecho penal, y lo mismo si se  trata de coacciones o 

violencias producidas por los obreros, que si fueran ac- 

tos ilfcitos realizados por los patronos y encaminados a 
violentar a los obreros y a obligarles a aceptar lo que 

éstos rechazaran. 

Pero las huelgas no siempre son económicas. Hay 

huelgas que desde luego res<onden a otros fines, y ,  en 

ocasiones, una huelga, al parecer exclusivamente econó- 

mica, se transforma en revolucionaria, general o no, 
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mostrando bien pronto sus finalidades políticas. La ait i-  

tud del Estado frente a una huelga de esta naturaleza 

tiene que ser eompletainente distinta. En este caso, lo 

accidental es la huelga, y lo esencial la rebelión o sedi- 

ción que la alienta y a cuya sombra se desarrolla, y para 

1-eprimirla y evitarla, las más elementales nociones de go- 

bierno, y hasta las más ruclimentai-ias leyes biológica5 

que rigen la vida $e todo organismo, individual o colec- 

tivo, exigen la adopción de cuantas medidas legales, pre- 

. ventivas y represivas, tenga el poder público a mano 

para salvaguardia de los supremos intereses nacionales, 

cJya custodia le está encomedada. Pero de que se pro- 

duzcan tales perturbaciones, no debe seguirse, como en 

m~meiltos de justa indignación pudieran pensar algunos, 

la urgencia de modificar el estado de derecho existente 

sobre el particular, ni menos hacer un alto en la reforma 

social a que gobernantes y tratadistas vienen dedicando 

sil atención en todos los paises cultos. No lo primero, 

porque la ley de huelgas sólo regula el desenvolvimiento 

de las de carácter económico, y claro es, que las revolu- 

cionarias o generales merecen otro tratamiento, que no 

11a de consistir precisamente en leyes especiales, no ya 

que favor-czcan SLI planteanliento y su marcha, ni siciuie- 

r a  que tengan carácter restrictivo, pues estas iíltirnas se- 

rían totalmente inítiles e innplicables en momentos de 

perturbación general; lo cual no escl~iye que puedan y 

deban dictarse aquellos preceptos o estatutos que el inte- 

rés con~iín exija, en orden a los servicios piíblicos, a se- 

mejanza de lo hecho en otros Estados, porque asf lo cle- 
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manda la vida nacional, siiperior, ciertamente, a las dife- 

rencias entre patronos y obreros, Compafíías esplotado- 

ras y sus operarios, y ya que también en el Derecho mo- 

derno hay otros medio; de dirimir en justicia estas dife- 

rencias, sin necesidad de llegar a la huelga, y con venta- 

ja, casi siempre cierta para los trabajadores, cuando se 

trata de la mejora de sil condición económica. 

De intento he dicho preceptos o estatutos, disposicio- 

nes de cargcter gubernativo pudiera haberlas denomi- 

e 
nado, y no he hablado de una nueva ley, ni siquiera de la 

modificación de la existente, aunque sólo fuera en el punto 

concreto a que me vengo refiriendo, por la principal r a -  

zón de que la huelga y sus derivaciones delictivas, en re-  

lación con los mfis importantes servicios públicos, tienen 

oportuno tratamiento en las leyes vigentes, como de- 

mostró con singular acierto, ante la huelga ferroviaria 

de 1912, mi antecesor el Sr.  Tornos, quien dictó entonces 

una notable Circulai-, fecha 2 de Octubre del propio aÍío, 

concordando 10s preceptos de la ley de Policía de ferro- 

carriles de 1877, los de la vigente ley de huelgas y varios 

artículos del Código penal, con todos los cuales presentó 

a la consideraci6n de sus subordinados, los Fiscales de 

las Audiencias, el cuadro completo del tratamiento penal 

a seguir ante las posibles violaciones del Derecho. 

La recta aplicación de estas sanciones g dc las com- 

prendidas en toda nuestra legislacióil peiial; la utilización 

de los medios preventivos y de seguridad con que el Es- 

tado cuente, si los que lo dirigen, atentos a estas posibles 

necesidades, no olvidan acumularlos y dotarlos de una 
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buena organización, y todas las mcdidas gubernati\.ns,. 

civiles, judiciales y militares que licitamente sea dable 

utilizar, incluso 13 apelación a la fuerza pública, cuando 

estén agotados los demás recursos, son los elementos con 

que el Estado y la Sociedad pueden y deben defenderse 

ante la huelga revolucionaria, contando, claro es, con 

aquella asistencia social sin la cual ni las disposiciones de 

Gobierno logran su eficiencia plena, ni los hombres que 

lo encarnen en el momento de la revuelta se sentirán 

confortados para cumplir con su  deber, ni se producirán, 

en fin, aquellos estados de opinión, supremas y definiti- 

vas expresiones del alma colectiva, y, por tanto, de la 

más pura democracia, ante la cual poco pueden las vo- 

ces partidistas, las pequeñas pasiones, ni las intrigas de 

menor cuantía, que han de perderse por fuerza en el 

vacío, dejando el paso franco a la sana opinión popular, 

libre y espontánea, que con el poder inmanente de que 

cctA dotada asiente a la obra de sus gobernantes o la 

rechaza. 

'Todo otro linaje de remedios, incluso el de modificar 

la legislación de huelgas, rectificando el criterio que 

triunfó pozo ha, como obligada y legítima concesión al 

elemento obrero en sus luchas para conquistar su inde- 

pendencia económica, parécenme poco adecuados, por- 

que serían injustos en los momentos de paz y totalmente 

iniitiles en los de agitacidn y revuelta.-El último intento 

de huelga general y ferroviaria comprueba totalmente la 
certeza de mis observaciones, con las que no he preten- 

dido otra cosa sino llamar a la reflexidn a las gentes para 
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que se orienten bien y con ecuanimidad en orden a la 

cuestión aludida, 

, He terminado, Excmo. Si-.; y no ai'íadiría una  sola pa- 

labra a las ya dichas, si no creyera caso de conciencia el 

llamar la elevada atención de V. E. sobre algo que afec- 

ta, grandemente, al buen funcionamiento de los Tribuna- 

les y a la marcha de la Admistración de justicia, como se 

colige de la lectura de esta MEMORIA; porque si el Minis - 
terio fiscal ha prestado su concurso en estas tareas de la 

manera eficaz, constante, abrumadora a las veces, dig- 

na de todo aplauso siempre, con que lo realiza y como 

lo revelan las cincuenta M E M O R I ~  llegadas a esta Fisca- 

lía, y de las que se da somera cuenta en el trabajo que me 

honro en suscribir; si el Ministerio fiscal cumple los diver- 

sos fines que las leyes Ie asignan, y otros que la Sociedad 

muy justamente le atribuye, y, a la vez, se observa la es- 

casez de personal de carrera y subalterno asignado a las 

Fiscalías de las Audiencias, a pesar del enorme trabajo 

que sobre ellas pesa, y, al par, la escasa asignación con 

que este servicio está dotado, séame lícito elevar mi voz, 

con el encarecido ruego de que, partiendo de la exacti- 

tud de las anteriores afirmaciones-cuya certeza conoce 

sobradamente V. E.-y teniendo en cuenta además que, 

mientras otros departamentos ministeriales han logrado 

para su personal, aun en  cuantía inferior a lo que las ne- 

cesidades de la vida exigen en estos instantes, aumentos 
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de relativa consideraci6n, el personal de la Judicatui-a, y 

singularmente el del R4inisterio fiscal, cuya especirilidad, . 
cuya mayor carga y responsabilidad son evidentes, bien 

merece que V. E., atento a estas consideraciones y coor- 

dinándolas con otras supremas e inexcusables del pais, 

acuda al remedio de la necesidad, si así la estima en su 

superior criterio. 

Y al solicitar niejoras de orden económico para el per- 

sonal, me es muy grato anunciar que muy pronto me hon- 

raré elevando a V. E. el proyecto de un digno funciona- 

rio de esta Fiscalia , encaminado a beneficiar indirecta- 

mente la condición de las de la carrera judicial, pues en 

la solicitud se pide la creación de. dos Colegios, uno de 

niños y otro de nifias, donde los huérfanos de aquéllos en- 

cuentren educación y asistencia gratuita, y en donde, al 

propio tiempo, puedan recibirlas los hijos de los funciona- 

rios que aún viven, en forma poco gravosa para el Cole- 

gio y económica para los padres; todo ello a semejanza de 

las instituciones de índole análoga que fundaron y man- 

tienen con excelentes resultados otras clases y organis- 

mos del Estado. 

Esta feliz iniciativa, que tendrá, sin duda el aplauso 

entusi6stico de los más directamente interesados (queen 

sentir de su autor, no sólo deberán ser los funcionaiios 

.de la carrera. judicial, sino además los de otros cuerpos 

anAlogos que tienen su asiento en el hIinisterio de Gracia 

y Justicia), aspira a contar con la autorización y beneplá- 

cito de V. E., en primer término, y con su decidida co- 

operación, despiiés, para que la obra se realice y pueda 



llegar a adquirir ulteriores desarrollos en beneficio de las 

familias de cuantos cooperen a su mantenimiento, pudien- 

do estar seguro V. E., en su alta representación, de que 

su nombre, al amparar este proyecto, quedar5 grabado 

muy profundamente en los hogares de los que consagrx- 

ron su vida al servicio de la Ad~iiinistracióil de Justicia. 

Dios guarde a V. E muchos afios. 

Madrid, 15 de Septiembre de 1917. 

Escaro. SR.: 
efft/;3 6% l¡Q,f "flGioL/;, . 
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CIRCULAR 

Hasta ta! punto considero importarhe el estudio de cuanto atailc 
a l;l(belincuencia infanti!, que no sólo creo que apartando a los jóve- 
nes del camino del mal se evita en gran parte que delincan cuando 
sean adultos, sino que estimo que si la sociedad no les proporciona 
medios de educación y de corrección, si les deja precipitarse por el 
camino del crimen, es tan grande la responsabilidad social por ello 
contraída, que casi no hay derecho a castigar delitos que se han co- 
metido en gran parte por la incuria, por no decir con la complicidad 
de una sociedad que no emplea los medios necesarios para educar 
al joven, al  que corrigiendo a tiempo sus tendencias e inclinaciones, 
no hubiera llegado a delinquir siendo hombre. 

Por ello, en la RTEF~~ORIA que tuve la honra de elevar íil Gobierno 
de S. A$. en 15 de Septiembre próximo pasado, hice las indicaciones 
que'sobre este punto consideré necesarias, del mismo modo que en 
mi Circular de 23 de Diciembre dí instrucciones respecto del misino 
a1 Ministerio fiscal 

No basta que durante el tiempo de la condena se procure rducar 
a los deliiiciientes jóvenes; a este fin tiende el Reformatorio de Al- 
cal&; pero aplaudiendo, como sin reservas lo hago, dicha institución 
y el espiritu que la informa, se necesitan, sin género alguno de duda. 
otros Establecimientos en que se ampare y proteja al joven que sin 
delinquir bordea el delito, a aquel otro que habiendo ya cumplido la 
pena se encuentra en el peligro de la reincid. ncia y al que debiendo 
sufrir la prisión preventiva no puede ésta ser decretada ppr falta de 
Establecimientos adecuados, en la forma que establece la ley de 31 
de Diciembre de 1903. 

Sería de desear que en cada provincia, cuando menos, se creara 
un Reformatorio de jó~encs,  prro las angustias del Tesoro p la nece- 
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sidad de economías que por todas partes se proclama, no consienten 
que pueda abrigarse cspcranza alguna de que la acción oficial llegue 
por si sola a conseguirlo. 

De aquí que acuda de nuevo al celo de los funcionarios dcl AIinis- 
terio fiscal para yicoinendaries, como ya indicaba en la ~ ~ E D I O R I A  

de este año, una constante propaganda encaminada a estimular la 
acción social en favor de estas instituciones tan necesarias. 

Al celo de la iniciativa privada se debe que en Bilba,~ hayan po- 
dido ya reunirse fondos considerables, que si hoy no son suficientes, 
cs de esperar que lo sean.muy pronto, para la construcci61i de un 
Reformatorio de j6renes. 

En mi Manro~~a hacia referencia a esto, pero no quiero, ya que 
tengo ocasión para ello, dejar de manifestar aquí públicamente mi 
sincero aplauso, no s610 a quien tuvo tan noble iniciativa, sino a 
todos cuantos con su desprendimiento, con su trabajo o coadyuvando 
con los medios que su posición oficial les proporciona, han contri- 
buído a ello. 

El Fiscal de la Audiencia de Salamanca me comúnica en estos 
días que los patronos del Colegio Carvajal, establecido en aquella 
ciudad, le participan que han resuelto, de conformidad con lo inte- 
resado por él, admitir en dicho Colegio a los mayores de nueve años 
y menores de quince que hayan sido declarados irresponsables en 
aquella Audiencia por haber obrado sin discernimiento. 

Al acusar recibo de su comunicación a dicho Fiscal, he aplaudido 
el celo que su iniciativa demuestra, y aunque es muy de agradecer 
cl auxilio que prestan los patronos de la fundación antes mencionada 
a la Administración de justicia, no basta su ofrecimiento por s í  solo 
para solucionar el problema, siiio que es necesario que otras institu. 
ciones o particulares, cada uno dentro de sus medios, como lo hecho 
por el Colegio Carvajal, coadyuven para que se atienda aesta nece- 
sidad, que de una manera imperiosa reclama la atención y el auxilio 
de todos. 

El problema es grave, su remedio dificil y costoso, pero por ello 
serhn más dignos cle aplauso cuantos esfuerzos se encaminen a resol- 
verlo. 

Es, pues, necesario que el Ministerio fiscal forme en todas partes 
el propósito de abordarlo, dedicando a ello todos sus esfuerzos, 
tomando la iniciativa cuando sea necesario y fomentando las ajenas 
siempre que se presente ocasión para eilo. 

Deben, pues, los Fiscales de las Audiencia; despertar las inicia- 
tivas privadas o auxiliarlas en aquellas localidades ricas, en las 
cuales, como en Bilbao, es de esperar que puedan tcner el término 
feliz del que se cree un Reformatorio de jóvenes que atienda a todas 
las necesidades de la provincia, y donde esto no pueda esperarse, 
porque no haya medios para ello, acudir, ya a la Junta de Protec- 
ción a la Infancia, ya a las Corporaciones provinciales y municipa- 



les, ya a las Asociaciones beneficas que por los fines de su institiicibn 
sean adecuadas, ya a las personas significadas por su caridad o su 
posici6n, o ya, en fin, valiéndose de una o de otra de estas entidades 
o de todas ellas juntas para procurar la soliición del prot>leni:i, uiili- 
zando los establecimientos benéficos que haya en la pro~incia para 
que, acudiendo cada lino de ellos a remediar las necesidades que por 
sí pueda, se procure resolver la cuestión, ya que no de un modo 
completo, en la medida, al menos, de lo que sea posible. 

De una vez hay qnc poner fin a la situación actual, en la que, no 
s61o no puede atenderse a la corrección de los jóvenes delincuentes 
o que están en peIigro de llegarlo a ser, sino que no hay inariera de 
cumplir lo dispuesto en la ley de 31 de Dicic~nbre de 19üS, sobre pri- 
sión preventiva de los niños. 

Ante esto, el RIinisterio fiscal no cumpliría con su deber si conti- 
nuara cruzado de brazos, y por ello encomiendo a V. S., como lo 
hago a los Fiscales de las demás Audiencias, que no omita esfuerzo 
alguno para procurar que en esa provincia se  habiliten medios para 
poder atender a la correcci6n y educación de los jóvenes que delin- 
can, para preservar a los que por sus hábitos o género de vida est5n 
en peligro de delinquir, y, por ultimo, para evitar la reincidencia de 
aquellos otros que, habiendo cumplido la pena, están in8s necesita- 
dos que otros de especial protección y amparo. 

Del celo de V. S. espero el más exacto cumplimiento de las anle- 
riores instrucciones, de las que se servir5 acusarme recibo. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 

Madrid, 28 de Octubre de 1916. 

- 
Sr. Fiscal de la Audiencia a¿ ... 
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Hechas piiblicas las propuestas de paz por un grupo de Naciones 
beligerantes, deber de todos es procurar que, ni los Animos se enco. 
neii mas, ni las pasiones se exacerben, y sentimientos de tiumanidad 
nos imponen el que cada uno, dentro de su esfera de acción, coad- 
yuve a facilitar el universal deseo de ver la paz restablecida en el 
mundo. 

La prensa periódica, que tanto puede hacer en beneficio de estos 
anhelos, estoy seguro de que contribuirá. con su influencia a suavi- 
zar rencores, hacer que se olviden agravios y conciliar intereses 
para realizar esta misión tan altruista. Y hasta tal punto estoy per- 
suadido de que la prensa en general corresponderá a cuanto de ella 
hay derecho a esperar en estas solemnes circnnstancias, que he du. 
dado si sería oportuno dirigir instrucciones al Ministerio iiscal con 
este motivo, pero como entra en los ciilculos de lo posible que pueda 
llegar a existir alguna excepción, y ante el grave daño que ella pu- 
diera significar, creo un deber mio inexciisable llamar la atención 
de V.  S., encareciéndole el mayor celo en el esamen de la prensa 
periódica, por si 1 aunque coino ya he dicho no lo espero-apareciese 
cn ella alguna extralimitación en la materia que vengo refii-iéndo- 
me, pucda ser prontamente reprimida. 

No castiga nuestra legislación penal la as a las Naciones ni 
a los Ejkrcitos extranjeros, sin que jainíi cas n o r m x ,  
las que se escri I e -o, se haya echado de menos precepto al. k 
huno a ello encaminado, y considera tan s6lo conio delito la  caliim- 
nia o injuria a Soberanos o Príncipes de Naciones amigas, a los 
Xgcntes diplomAticos de las mismas y a los extranjeros con caríicter 
público, en los que concurran las circanstancias quc el Código de- 
lermina, 



Aplicada esta disposición, que en virtud de Real orden de 2 de 
Agosto de 1911 puede hacerse ahora sin excitación especial del Go 
hiarno. con la escrupulosidad que exige las actuales circunstanciac, 
oruirirá a veces que la injuria a una Nación o a su Ejército, llevar5 
envuelta la injuria a su Soberano, que asume la representación del 
Estado, y cuando esto ocurra, cuando dentro de las reglas de la 
sana critica entienda V. S . .  según las circunstancias del caso, que 
procede calificar el hecho de injurias a Soberano extranjero, lo harA 
así desde luego, procediendo a ello con el mayor celo. 

En alguno de los casos en los que no corresponda la caliticaciún 
anterior, podrA perseguirse la extralimitaci6n como constitutiva de 
la falta prevista en el número tercero del art. 58-1 del Código penal; 
pues no es necesario indicar siquiera el daño que al Estado puede 
seguirsele por tratar en la Prensa en forma inconveniente los asiin. 
tos de la guerra. 

Por último, en aquellos casos en que no estime V. S. adecuada 
ninguna de las calificaciones anteriores y haya ofensa para las Xa- 
ciones beligerantes para sus Ejércitos, consultar8 V. S. el caso con 
esta Superioridad con remisi6n de los antecedentes necesarios para 
formar juicio. 

De su reconocido celo espero que se atendrá V. S. a las anterio- 
res instrucciones, dándome noticia de cualquier denuncia de Prensa 
que haga y acompañando siempre un ejemplar del periódico denun- 
ciado. 

Igualmente se servirá V. S. acusarme recibo de la presente cir- 
cular. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 

Madrid. 30 de Diciembre de 1916. 

AVELINO ~ I O R T E B O  Xios Y VILLEGAS. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de ..... 



AI'GNDICE SEGUNDO 

INSTRUCCIONES ESPECIALES DADAS 

A LOS FISCAI,ES DE LAS AUDIENCIAS 



He recibido la comonicación de V. 1. en la que dcntro de los tér- 
minos comedidos que le son propios protesta contra la conducta se- 
guida por el Juzgado de primera instancia del distrito del Congrec 
de esta corte al mandar que con~parcciesen para declarar como pc- 

dZ2Yx¿s% f ábric~----- 
-- 
i- 1 - E e n  causa que se inctruye por Ia1siR;ación de sellos, @S-~ralsa 

S imaT:I q x a  Real orden de 2.1 dc Octubre de 1910, propor I, 
ciona a los grabadores que prestan sus servicios en la FAhrica de lo 
XIoneda y Timbre, excusa legítima para la no concurrencia a estríi 
dos, y FundSndose en esto, primero lo expuso así al Juzgado jr luego 
formula, antc csta Fiscalía, la protesta a que me vengo refiriendo 

Parte V. 1 para todo ello de una equivocada interpretaci6n dela 
Real orden de que se viene hablando, porque en ella no se limita cl 
derecho que los Jueces tienen de pedir a todo el que posea con titulo 
o sin él conocimientos especiales, coiicurso de su saber para la rccta 
administración de justicia, y de pcdirselo en la £orina que a cllo lc 
autoriza la ley de Enjuiciamiento criminal, sin que los preceptos de 
la ley hayan sido ni hayan podido ser liinitados por ninguna Re~il  
orden. Lo único que hace la que V. 1. cita cs prcvenir a esta Fisca- 
lía que diese instrucciones a sus snbordinadoc para. que tuviesen en 
cuenta que los qrabadores y encayadores de la Fábrica Nacional de 
la hIoneda y Timbre, cuando emiten dictnmenes periciales sobre el 
cuño v calidad de la moneda. merecen absoluta fe y crédito en curin- 
to sobre ambos extremo, consignen en las certiíicacioncs que expi- 
dan y que en las referidas causas las inonedas objeto clcl pi-ocedi- 
miento deben remitirse a la fábrica nacional, si11 que ni eil el perío 
do de instrucción nieil cl juicio deb~in ser citados aquellos funciona- 
rios para acudir ante los Tribunales n informar de nuevo, 



Se dirige, pues, la Real orden al Alinisterio fiscal y no a las Au- 
toridades judiciales, y a aquél y no a éstas les traza una linea de 
conducta. 

Si la citación que da lugar a la queja de V. I., hubiera tenido por 
fundamento una petición fiscal, estaría justificada la queja y el hecho 
hubiera puesto de manifiesto que lo mandado en la Real orden de 29 
de Octubre había caído en olvido; pero procediendo como parece 
(pues se trata de un sumario) de iniciativa del Juez de insaucción, 
nada tiene que ver la Rcal orden citada que dejó a salvo, como no 
podfa menos, las atribuciones que la ley de Enjuiciamiento criminal 
concede a los Jueces. 

Por esta razún no me es posible tomar acuerdo alguno en vista de 
la comunicación de V. I., dictada sin duda alguna por el plaiisible 
celo que manifiesta V. 1. por el buen fiincionamiento de la fLbrica a 
cuyo frente se encuentra. 

Dios guarde a V. 1. muchos años. 

Madrid, !27 de Septiembre de 1916. 

Ilmo. Sr. Administrador de la Fábrica Nacional de la Moneda y 
Timbre. 

Reprodiizco la contestación que a su debido tiempo se di6 a su 
consulta de 26 de F ~ b r e r o  del corriente año, relativa al perdón 
otorgado a ....., acusado de delito frustrado de =de= t 
hijas ..... y .. ... 
70 es posible por la menor edad de éstas que deje de poder otor- 
qarse cuando así convenga etperdón que el C6di-al-a, 1 
y como la manera de suplir la capacidad cle las menores sometidas 
a patria, potestad, cuando tienen intereses contrarios a los de su pa- 
dre. es fiombrarles un defensor j u e r a g l o  al  art 165 del 3 
Código -proceder en la f ' o r t ñ ñ u F ~ ~ F h o  . 
articulo establece. 

Atengase V. S., pues, a ello p promueva que se provea de defen- 
sa judicial a las menores de quienes se trata para que pueda, si asf 
lo estima el defensor judicial, otorgarse el perdón. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 

Madrid, 30 de Noviembre de 1916. 

Sr. Ficcal de la Audiencia de Alicante. 



Con fecha de ayer se ha recibido la comunicación de V. S., fecha 
27 del pasado Noviembre, con la que remite otra del Fiscal munici- 
pal de ..... de 1s del mismo mes y año con el testimonio y copia de la 
sentencia dictada en grado de apelación por el Juez de instrucción de 
aquel partido sobre juicio de faltas procedentes del Juzgado munici- 
pal de ....., seguido contra ..... y otros, por infracción de !a ley de 
pesca a los efectos del recurso de casación preparado por dicho 
Fiscal municipal, del cual he desistido. 

En su vista he acordado interesar de V. S. que en lo sucesivo 
ciiide de remitir con la inayor urgencia la certilicación y copia sim- 
ple de la  sentencia contra la que se haya preparado recurso de cn - L-J 

ción a fin de que sea recibida en este Centro con el mayor tienipo 1.% posi le para estudiarlo y poder acordar lo procedente, pues el recur- 
so a que se hace referencia se ha recibido con sólo veinticuatro ho- 
ras de antelación al  término del emplazamiento, obligando a hacer 
su estudio de un modo tan apremiante, que hubo necesidad de dejar 
en segundo término otros asuntos. 

En cuanto a la forma de prepzración del mencionado recurso y 
de la remisiCn de los documentos con él relacionados, el Fiscal mu- 
nicipal de ..... lo ha hecho por el conducto debido, o sea, por media- 
ción de V. S., que es quien debe remitirlos una vez recibidos a esta 
Fiscalía, según preceptúan, entre otras, la Circular de esta Fiscalía 
de U de Junio de 1911, cuyos preceptos deberá tener presentes esa 
Fiscalía, y cuidar de que sean cumplidos por los funcionarios fisca- 
les que le son subordinados. 

Y, últimamente, se servirá V. S. promover el oportuno expedien- 
te de corrección disciplinaria al Juez instructor de Molina de Aragón 
por el considerable retraso en la substanciaci6n de este recurzo. 

Dios guarde a V. S., muchos años. 

Madrid, 2 de Diciembre de 1916. 

A1 Sr. Fiscal de la Audiencia de Guadalajara. 

He estudiado la consulta que me dirige V. S.-referente a la res- 
ponsabilidad de los hermanos ..... en el delito que integra el hecho 
de que se hiciesen renovar a nombre de aquélla documentos de cré- 
dito a nombre de su marido difunto, y que ella ocultó y negó que 
existiesen. 

Conforme con V. S. en que la viuda goza de la exención del caso GpZ \Z,L, t e  

segundo del art. 580, pero siendo los actos realizados por ....., según / v  
copio de la comunicación de V. S., que requerido por su hermana 

e 



para que llevando al pucblo de .. .. 1:is obli,rracione\ rcnoradas Ila- 
inace n los deudoi es, les Iiicicrn s:ihcr qne .. . ern úilicn Iiercldera dc 
su niariclo y les convenciese de que, tratándose de acto licito, y dé 
que a nadie perjudicaba, debían iirmar los nuevos clorumentos roin 
picndo seguidamente de firmados estos los antiguos extendidos a 
favor del difunto ... .,todo lo cual realiza el .. .., es i~otorio que coad- 
yuró n la ejecución del delito por actos simult;íneos a su comisión 
que lo constituyen, no en encubridor que supone una intervención 
posterior al delito, sino cuando menos en cí~mplicc. 

Debc Il;im¿ir la atención de 1'. S. sobre la clifcultad que, cn mi 
sentir, ofrece apreciar la cuantía clel clelito, pues piidieran ser ganan- 
ciales los bienes sobre los cuales recayó el clclito, y en ese caso In 
responsabilidad penal seria sólo por la mitad del importe que I-epre- 
sentascn los créditos que se ocultaron y . .. cleberií. responder tan 
s61o de la mitad del importe de los créditos en cuya ocultaci6n inter. 
vino. 

Sírvase V. S. acusarinc recibo de esta coinunicación y atriicrse 
a las instrucciones en ellas contciiiclas. 

Dios guai-dc a V. S. iiluchos ailos. 

Rladrid, h de Diciembre cle IQlh. 

Sr. Fiscal de la Audiencia deSnlninanca. 

::: * $8 

He recibido la concultn dc V. S. y con raz611 le preocupa la r e  
petición, con la que con perjuicio de la Administración de Justicia, 
sc suspenden los juicios orales por enfermedad de los Letrados ' 
c1elenso1-es, y la prlctica enseña, sin reierirnle ahora a1 caso a 
quc V. S. se refiere, que estas eniermrdades son a menudo supues- 
tiis y que se alegan solo para obtener inde6idas dilaciones en la 
marcha de los procesos. 

Cuando ocurren casos de rsta naturaleza y hay motivo a sospe- 
char que las enfermedades alerjadas no sean verdaderas, lo que 
puede hacerse es nombrar a la parte que pide la suspensión, un 
Abogado de oficio para que en caso necesario se encargue de su de- 
fensa. Esto se hizo en Bilbao hace algiin tiempo y di6 lugar a recla- 
maciones y a que despues de intormar la Cala de Gobierno de este 
Supremo, se  dictase la Real orden de carácter general de l4de Enero 
de 1915, que V. S. podrá consultar, en la que se previno a los Deca- 
nos de los Colegios de Abogados que hicieran cstos nombramientos 
de Abogados delensores, siempre que para ello fuesen requeridos 
por los Tribunales. 



Esta Real ordenda la solución al caso que V. S consolta, sin que 
sea necesario que se prescinda de  un:i parte acusadora, cuyo dere- 
cho a intervenir en el juicio debe ser respetado. 

Dios guarde a 1'. S inci:lios nfi8,s. 

hlndrid, 6 de Diciembre de 1916. 

Sr. Fiscal de la Aulicncis de Lebil. 

En contcstación al atento oficio de 1'. S. de 2 del ~ n e s  corrirnte, 
en el que expone las dudas que sc le ofrecen para clic@minar, llega- 
do el caso, acerca de la procedencia o iinfiroceden4:t de la aplica- 
ción de 1s ley de Amnistía de 33 de Diciembre &timo, a la causa se- 
guida a consecuencia de los sucesos ocurridos eii esa capital el día 1.5 
de Diciembre de 1915, Iioy pendiente de la celebración del juicio oral 
en esa Audiencia, hechos ya calilicaclos provisionalmente por el Mi- 
nisterio fiscal como constitutivos de los delitos de desacato, desor- 
den público y atentado con~~rendidds respectivamente en los artícu- 
los 266,271 y del Códiqo penal/dnda la circunstancia de haberlo .. 
sido después por la reprecentación de la acción popular coino un solo - 
delito de sedición previsto en el 250, núm. 2 O, del inismo Código, y 
como tal comprendido'en el art 3 O de laley citada, esta Fiscalía es- 
tima deber manifestarle q u e  siendo absolutamente intangible para ; 
todos los erectos hasta el momento de sostenerla o ino3ificai-la en el 2 ' 
acto del juicio al hacerla definitiva dicha calificación fiscal. a ella es m 

a la que deber5 atei13se en el ctrco aludido para interesar ;il Tribu. 
nal lo que 5 su entenc&rproceda, prescindiendo de la citada repre- 
sentacioi~ de la acción,po~ular,.que nada prejazga; con tanto mayor 
motivb cuanto que, de prevalecer esta ultima en su día, ningtín obs- 

P táculo se-opondría ent6nces a l a  aplicación de la ley mencionada, en 
la actualidad impos%filitada legqlmcnte por la disparidad de crite- 
rios entre las partes acusadoras, lo que se tendrR seguramente en 
cuenta,'en caso contrario siempre quedaría expedito el camino de 1;i 

) casación, cuyo recurso-,debería V. S. preparar contra la resoluci6n 
recaída 2 

Del recibo dc la presente, se servirR V. S. dai- c o ~ i o c i i ~ ~ i e ~ ~ t o  :I 

esta Fiscalía 
Dios guarde n V. S muchoc años. 

Madrid, 10 de Enero de 1917. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de Parnplona. 



Enterado de cuanto maniliesta V. S. en su comunicación, fecha 27 
del actual, interesando se le autorice para delcgar en los Fiscales de 
las Audiencias del territorio de la de V. S., cuandcpor precepto de 
ley tenga que conocer de asuntos civiles el Ministerio fiscal, sobre la 
base o en el supuesto de que no reúnan la cualidad de Letrados los 
Fiscales Rlunicipales y de que no hubiere Abogados que ejerzan o 
puedan ejercer esa delegación, he de participar a V. S. que puede 
desde luego hacer uso de la autorización que solicita. limitando no 
obstante ésta a los casos en que lo aconsejenla verdadera necesidad 
y conveniencia del caso de que se trate. 

Dios guarde a V. S. muchos atios. . 

Madrid, 31 de Enero de 1917. 

Al Sr. Fiscal de la Audiencia de Burgos. 

Se ha recibido en esta Fiscalía su comunicación de 21 del mes que 
fina, en que expone las dudas que se le ofrecen sobre la interpreta- 
ción del art. 83 de la ley Electoral vigente para la aplicación de la 
de Amnistia de 23 de Diciembre último. cuando. como ocurre con 
algunas ejecutorias que existen en esa ~údiencia ;  las penas impues- 
tas son las conjuntas de arresto mayor e inhabilitación especial tem- 
poral, ambas en el concepto de principales, siendo como son también 
personales las dos, y necesariamente de diferente duración, lo que 
hace imposible la fijación exacta de su mitad, a los efectos de la apli- 
cación de la gracia concedida por la citada ley, dificultad que sugie- 
r e  a V. S. dos criterios que consulta, siendo uno de ellos, el de esti- 
mar que debe entenderse como pena principal en tales casos, puesto 
que se trata de dos igualmente personales, la que lleva consigo la 
privación de libertad, y aplicar la ley de Amnistia tan luego coino 
se haya cumplido la mitad de esta pena; y el otro, el d? esperar el 
cumplimiento de la mitad de la de inhabilitación para aplicarla, con 
lo que resultaría haberse cumplido toda la de privacióil de libertad, 
y, por consiguiente, mas de lo que el art. 83 de la ley Electoral exige 
y de lo que la de Amnistia hace tarnbiEn necesario. A estos dos cri- 
terios agrega V. S. un tercero, consistente en aplicar la última de 
dichas leyes separadamente a las dos penas, lo que ofrece el incon- 
veniente de que subsistiría parte de la pena después de aplicada la 
gracia. 

Conforme esta Fiscalía en un todo con cuanto respecto de estas 
dos últimas soluciones expone V. S. en su comunicación, por creer 
que en uno y otro caso quedaría incumplida la ley de 2.3 de Diciein- 



bre último, cuyo espíritu necesariamente debe ser opuesto más qae 
en otra alguna a una interpretación restrictiva, en cuya virtud pu- 
diera resultar perjudicado el penado a quien se  declara compren- 
dido en el benefici~ que establece de una partc, y de otra, por la 
imposibilidad de hacer aplicación en dos tiempos de la expresada 
ley, con lo que se llegaría al  absurdo de dejar subsistente la pena, 
como V. S. acertadamente objeta, despnés de declarar comprendido 
el delito en una disposición legal, curo efecto jurídico es el de bo- 
rrarle cual sino hubiera existido, entiende que no queda otro crite- 
rio a seguir, en los casos a que hace refereiicia, que el de estimar 
bastante al efecto de tener por cuinplido el art. 63, tantas veces ci 
tado de la ley Electoral, para aplicar la de Amnistia de que se viene 
hablando, que se haga cumplido la mitad del tiemqo que comprende 
la pena de privación de libertad impuesta, no ya porque se conci- 
dere principal en relación con la de inhabilitación, puesto que ésta 
lo es también como conjunta, sino porque corriéndose el riesgo de 
que el condenado cumpla la :totalidad de aquélla, de seguirse otro 
criterio, contra el evidente espíritu de la ley que ha de aplicarse, 
debe estarse a lo más favorable para el reo a fin de evitar dicho pe- 
ligro, conforme a tal principio de derecho, que si en general debe 
tenerse en cuenta en caso de duda, con más motivo cuando, como 
en el que motiva su consulta, se trata de una ley de Amnistía, cuyo 
alcance va nijs alld de la remisión de la pena, llegando, como se ha 
dicho antes, hasta el olvido del delito, por cuya razón sus precep 
tos no pueden menos de ser interpretados con el criterio de ampli 
tud y generosidad que informa el espíritu de todas las de su clase. 

En cuanto al hecho de no haberse recibido en esa Audiencia los 
datos referentes a las costac causadas ante este Tribunal Supremo, 
entiende esta Fiscalía, que no puedc ser obstác~ilo a la aplicación de 
los beneficios de la ley de Amnistía, tan repetidamente citada, si se 
han satisfecho las demás en que fué condenado el reo y esté suíi- 
cientemente solvente y consigna una cantidad prudencialmente bas- 
tante a responder del importe de aquéllas, por no ser imputable al  
penado de que se trata, el retraso en el abono de la cantidad corres- 
pondiente 5 dichas costas. 

Dios guarde a V. S muchos años. 

Madrid, 31 de Marzo de 1917. 

Sr. Fiscal de la Audiencia de Pamplona. 

He recibido la comunicación de V. S. referente a la reclusión 
en ur, Manicomio del Presbítero D. . ... . 

v 



- 20 

Nada he de decir de la competencia del Juzgado de Pravia; pues 
no habiéndose planteado esta cuestión por nadie, como el Repre- 
sentante del klinisterio fiscal debió hacerlo con arreglo a lo dispues- 
to en la Circular de esta Fiscalía dc 10 dc Junio de 1912, es lo cierlo 
que hubo sumisióna aquel Juez, y que en materia civil, es compe- 
tente el Juez a quien se someten las partes. 

De ninguna manera debe V. S. solicitar autorización del Con- 
sejo de familia para promover el juicio ordinario a que hace rela- 
ción el art. 219 del Código civil; pues esa autorización la ha de 
obtener tan sólo el Defensor del incapaz, cargo que no puede recaer 
en el Fiscal, a quien únicamente incumbe la representacibn y de- 
fensa de los menores e incapacitados cuando carecen de represen- 
tación, pero no cuando la tienen, en cuyo caso, con arreglo a la  
Circular de esta Fiscalía de S de Alayo de IS89, no les compete ni aun 
llenar las omisiones o faltas en que puedan incurrir lns entidades 
complementarias de la capacidad. 

El art. S19 del Código civil dispone que contra el auto en que 
se ponga término al expediente de capacidad, pueden los interesa- 
dos deducir demanda eii j~iicio ordiilario , y estimo que entre estos 
interesados está el propio incapaz, que si en el juicio sumarísiino 
puede (y  esto nadie lo d~ida) ser oido y deieiiderse, no pierde este 
derecho cuando dictado cl auto concede la ley contra él un recurso. 

Así el declarado incapaz en juicio suinarisimo lo es para iodo lo 
que la incapacidad comprende, pero tiene personalidad para dcfen- 
der su propia capacidad sin necesitar para ello Defensor judicial. 

Cuando es éste el qur recurre contra el auto, es cuando necesita 
la autorización del Coiisejo de lemilin. 

Ha llamado mi atención que el auto del Juzgado declara tan s610 
incapaz a D ... . pnra regir su persona y bienes, pero nada dicc de 
su~reclusión; por lo tanto, no p~iede procederse a la reclusión deíi - 
nitiva, ni aun con acuerdo del Consejo de lamilia; pucs para que 
ésta proceda, se necesita con arreglo al  art. 7.O del Real decreto 
de 19 de Marzo de 18% un expediente en el que se justifique no sólo 
la enfermedad, que es a la única a que se refiere la información 
practicada. sino la necesidad o la conveniencia de la t eclusióii. 

En resumen: V. S. no est5 en el caso de interponer por s í ,  pues 
no le compete demanda alguna sobre revocación del auto en que se 
declaró la incapacidaa sin perjuicio de su intervención en el que cl 
interesado pueda proinover, y no es procedente la reclusión defini- 
tiva del incapaz de quien se trata, razón por la cual incurriría en 
responsabilidad el Director del Manicomio que lo admitiese en este 
concepto. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 

Madrid, 9 de Abril de 1917. 

Sr. Fiscal de !a Audiencia de Oviedo. 





LEY DE EItJUICIAMlENTO CIVIL 

Al  evacuar por escrito el tramite de concliisión o al concurrir a 
la conlparecensia en el pleito civil, se ha sostenido por algún liti- 
gante la falsedad de un docuinento traído a litigio por el contrario, 
pidiendo con invocación dcl art. 362 de la ley de Enjuiciamiento ci- 
vil la suspensión del pleito, previa la audiencia del Ministerio fiscal, 
y el Juez, apreciando que por razón de tal alegación de falsedad se 
estaba en el caso de tener que f~indar exclusivamente la sentencia 
en el supuesto de la existencia de un delito, ha acordado oir al Mi- 
nisterio fiscal, y éste, estimando procedeule la resolución del Juez y 
la aplicación del art. 363, ha dictaminado en el sentido de que pro- 
cedía la formación de causa y que se suspendiese el fallo del pleito. 
¿Son procedentes dicha resoluci6n y dictamen, o por el contrario, a 
tenor de lo clispuesto en el art. 514 de la misma ley, debi6 desesti- 
mar el Juez la pretensión de la parte, hasta tanto que ésta entablase 
la acción criminal er, forma de querella y acreditase en los autos 
que había sido admitida? 

Corresponde la negativa, dado que tienen distinto alcance uno y 
otro articulo El art. 362, fiiculta al  Juez o Tribunal para tomar el 
acuerdo combatido cuando hubieren de fundar exclusivamente la 
sentencia en el supuesto de la existencia de un delito, siendo indife. 
rente que este convencimiento nazca de la alegacióil de una de las 
partes, si el Juez o Tribunal estima que se halla en el caso de este 
artículo En cambio, el art. 514, se refiere al derecho que tienen las 
partes a que SP suspenda el pleito en el estado en que se halle, cual- 
quiera que sea la opinión del Juez o Tribunal que conozca del mis. 
mo, si sosteniendo la falsedad de un documento, que p~ieda ser de 



influencia notoria en el pleito, entablare la acción criminal y acre- 
dite haber sido admitida la querella. 

El temor de que el litigante disponga a su arbitrio de la facultad 
de obtener la suspensión del fallo, como se  alega, qneda desrane. 
cid0 compl.etamegte por la facultad que el mencionado art. 362 da al 
Juez o Tribunal para apreciar o no si procede la suspensión del jui. 
cio o la formación de causa. 



INTEKT'ENCI~N D E L  MINISTERIO FISCAL E N  LAS 

APELACIONES INTERPUESTAS POR L O S  PADRE?, 

: : : E N  PLEITOS CON HIJOS SUYOS MENORES : : : 

El padre de una menor de edad apeló de un juicio declarativo de 
mayor cuantía, en el que no habla sido parte cl Ministerio fiscal, 
promovido por aquél contra su hija mcnor de edad, solicitando se 
dictara sentencia dejando sin efecto cl auto acordado en autos d e  
jurisdicción voluntaria nombrándole defensor y acordando su depó 
sito; cuyas pretensiones desestimó el Juzgado. Al sustanciarse la 
apelación. entendió la Sala que debía ser parte el Ministerio fiscal, 
a lo que se opuso éste, por estimar que estando riombrado el defen- 
sor judicial, como establece el art. 163 del Código civil, y no siendo 
aplicables los números 5." y 6." del art. 638 de la ley orgánica, por 
que no se trataba del estado civil de una persona, ni de esperar el 
nombramiento de tutor, no estaba indicada la acción protectora del 
Ministerio fiscal. 

Compartimos este criterio sustentado y aprobamos la decisión 
adoptada por el Fiscal cn este caso. 



LEY DE ENJUICIAMIENTO CRIMINAL 

Suspendido un juicio y pendiente del nuevo señalamiento, soli- 
cita la acusación que s e  suspenda la  vista y se  acuerde la  práctica 
de  la sumaria información suplementaria, con arreglo a l  núm. 6.O 
del art. 746 de la ley de Enjuiciamiento criminal, manifestando tener 
conocimiento del verdadero autor del delito, cuyo nombre indica, 
así  como los testigos conocedores del hecho. ¿Procede acordar, desde 
luego, acceder a lo solicitado en este estado del procedimiento, o es  
preciso esperar a que empiecen las sesionrs del juicio? 

E1 Fiscal evacuó el traslado que se  l e  confirió, de conformidad 
con la petición, y así lo acordó la Sala. Así procede, en efecto, por. 
que, como determina el núm 6.'dcl art. 546, se  hallala causa en pe- 
ríodo de juicio, el cual empieza desde el momento en que se abrió el 
juicio oral. 



CÓDIGO PENAL 

Instruido un sumario por hurto y resultando de las diligencias 
que lo sustraído no excede de la cantidad de 10 pesetas, cuando el 
autor es desconocido, j r  por lo tanto, se  ignore si éste es o no reinci. 
dente, (procede continuar el procedimiento hasta dictar auto de 
conclusión del sumario y acordar en su día el sobreseimiento 1.O del 
artículo 614 de la ley de Enjuiciamiento criminal, o, por el contrario, 
comprobada la cuantía, debe el Juez que conozca del mismo dictar 
auto de inhibición, por constituir el hecho falta? 

Lo procedente es acordar la inhibición a favor del Juzgado mu. 
nicipal, ya que el hecho por su cuantía es falta y compete a este su 
conocimiento, sin que se  le pueda sustraer ante el temor de que sea 
reincidente el autor, porque si esto ocurre, una vez comprobado, el 
Juez municipal se apartará del conocimiento del hecho y lo pasará 
al Juez de instrucci6n. Por lo tanto, los Fiscales de las Audiencias 
deben en todos los casos que se presenten, evacuar el trámite de 
instrucción solicitando la revocación del auto de terminación del su- 
mario, para que, devuelto al instructor, dicte éste el correspondiente 
de inhibición. 



LEY DEL JURADO 

Dada la frecuencia de los casos en que el Jurado declara la cul- 
pabilidad del procesado y afirma circunstancias de exención que 
realmente constituyenla inculpabilidad, icabe con arreglo al art. 112 
de la ley del Jurado, cuando, no obstante la contestación afirmativa 
del Jurado a la pregunta de culpabilidad del veredicto, se aprecian 
en el mismo, con error grave y maniiiesto, circunstancias eximentes 
de la responsabilidad que determina la impunidad del delito, la revi- 
si6n del juicio ante un nuevo Jurado? 

La razón en que se basa el Fiscal que eleva esta consulta y el 
celo y acierto que demuestra en el estudio que ha hecho sobre este 
punto, corroboran la contestación afirmativa que esta Fiscalía ha 
dado en cuanvas ocasiones se le ha preguntado sobre este parti- 
cular. . 

Otro caso que tambien apunta la consiilta es el de si se contesta 
en el veredicto negativamente 1;i pregunta hecha con relación al  de- 
lito calificado por el Fiscal y afirmativamente la de culpabilidad pro- 
puesta por la defensa como una nueva figura del delilo, icabe el re- 
curso de la revisi6n respecto al delito caliiicado por el Fiscal? 

Para que proceda la revisión de la causa ante un nuevo Jurado, 
cuando esto suceda, es preciso que concurra alguno de los casos que 
enumera el art. 112, y como el de que se trata no está compi-endido 
en dicho prcceplo legal, no cabe la revisión que se consulta. 
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